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RESOLl^CIÓN FINAL

INTERVINIENTES

Deounciante: Presidencia dt la í)efensona de! Consumidor en adelante la.

Presidencia o !adenunciante-

Proveedora denunciada: ; EXPOSE. S.A. DE C.V. (Nil: )

II. ANTECEDENTES Y HECHOS DENUNCIADOS

Como expuso en la denuncia la Presidencia de la Dcfensoría del Consumidor, en ejercicio de lo

dispuesto en el tirtículo 58 letra f) de la L,cy de Protección al Consuinidor ■ Í.PC . el 22/1 1 '2022 se

practicó inspección en el establecimiento denominado "Exposé ubicado en

,  municipio

y departamento de San Salvador, propiedad de la proveedora EXPOSÉ, S.A. DE C.V,

Como resultado de la diligencia realizada se levantó el acta correspondiente —fs. 3— en relación

a ta promoción comercial que se leía; precios + bajos del año. Hasta 50% de descuento", la cual

fue difundida por medio de cartel colocado en c! arca de caja del establecimiento. Fn dicha prcniocíón,

se observó que no se determinó la vigencia de la misma. Al consultarle a la persona que atendió a los

delegados expuso que la promoción micio tn fecha 17 11 2022 y llnali/aba hasta agotar cxislencúis.

infonnación que se daba a conocer de manera verbal a los consumidores.

Así, la Presidencia aseveró que. en el caso que hoy se analiza, se constató que la vigencia de la

promoción no se encontraba en !a publicidad utilizada para dar a conocer la misma tti ios nx^dios

exigidos por ley. como anuncios publicitarios o a través de anuncios lljado-s en e! o los e.stablecirniento-,

o etiquetas adheridas a los bienes. En razón de kus circunstancias anteriores, aseguró que la denunciada

vulneró el derecho a ia información de los consumidores, puesto que estos no teman acceso coropieto

y oportuno a elementos dclcrniinantes de la (>feita.

ÍIL LNFR VI i. -\TRIBl ID V V FLEVIfINTOS DE LA INFRACCION.

,1. Tal corno consta li ics Ua-ion Je inicio (fs. 5-Oi. se adujo que exi.ste una contravención a ¡e

dispucsiu en el articulo 4 letra c) de ¡a Í.PC, el cual establece que es un derecho bá.-.ico Je los

consumidores recibir del proveedor la mformaeión completa, precisa, veraz, clara y oportuna i¡ue

determine las características de los productos y servicios a adquirir. Además, a la letra a) del artículo

16 de la LPC, ai referirse a tos requisitos de las proraociones y ofertas, estipula que, entre otrosí

a.spectos, debe tener la posibilidad de comprensión directa.
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También, se afirma una transgresión a !o regulado en el inciso primero del articulo 27 de la LPC,

en. lo'concerniente al derecho de informacióm en general, las caracteristicús de los bienes y servicios

puestos a disposición de los comumkJores, deberán proporcionarse con información en casteílam, de
forma clara, veraz, completa y oportima.

Además, en cuanto a la información de las promociones, el artículo 30 de la LPC detemima:

"Cuando se tratare de promociones y cfertas especiales de bienes o servicios, los comerciantes estarán

obligados a informar ai consumidor las condiciones, el precio total o los elementos que lo hagan
determinaéle, ¡a duración de las mismas, por miaiquier medio de publicidad o mediante avisos o

carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a ios bienes".

En relación con lo antes apuntado, ei artículo 43 letra ii) de la LPC detemima que ti rt tbiar

promociones u ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducía calificada como infracción grave, y de acuerdo con el art.íciilo 46 de la misma normativa

se sancionaría con mulia hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbartos en !a industria.

B, Con re,specto a la m.eneio,nad;a infracción, este Tribunal en resolución pronunciada el día

05/.07/2010, en el procedimicoto clasificado bajo la referencia 271-2010, ha afirmado que; "La

naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa ai consumidor,

su carácter extraordinario es lo que permite que el comprador tenga un incentivo para llevar a cabo

la Pansacción

En ese sentido, las promociones y ofertas especiaíes que se transmiten a ti r\ es de cualquier medio

publicitario, tienen la finalidad de presentar ios bienes o servicios en tmidicíone : favorables paru el

consumidor, indueiéniolo a tomar determinada decisión. co,n .sentido de urgciicit bajo la perspectiva

dé percibir una ventaja económica dentro de un tiempo limitado.

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores consipen, en el med.}o

publicitario que se trtilíce para dar a co.nocer la promoción u oferta, una indicación clara de la duración

o del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué productos o

servicias aplica la promoción u oferta, la cantidad minima dé productos disponibles, si existen o no

resPiccioms, en qué consisten, y, en general, cimlquier dato relevante previamente establecido, que

indique sit qué condiciones será cumplida, información f/we es de suma importancia para los

consumidores al momento de acceder a la promoción li oferta.

En otros términos, la finalidad de la regulación en el tema en cuestión tieo.e por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes intervinientcs en la relación de consumo -proveedor y consumidor- la

cual puede dejar a este último en una situad in isunétrica y de deswniaja al no ofrecerle la información

necesaria para que pueda tomar una decisión rntormada, ts decir, considerando todos los elementos

legalmente tcstablecidos.



Por otra parte, en relación a la frase "restricciones aplican", este Tribunal Sancionador, en la

misma resolución final precitada, se refirió a ella en el sentido de que la misma debe ser evaluada

consideuindo si; a) Con ello se lian dejado por fuera condiciones esenciales de la contratacióo,; y b)

Las limitantes ulteriomiente apiicadas modifican en ftirma sustancia! la oferta principal anunciada en

el medio publicitario de manera que ya no refleje las,condiciones reales de la promoción. Consecuencia

de lo anterior, las instituciones de autorregulación publicitaria y las tutelares de derecbos del

consumidor sostienen que el anunciante tiene la obligación de incluir de forma inequívoca y perceptibíe

-en su mensaje publiciiario- las limitaciones o condiciones esenciales de la oferta realizada, de manera

que no existan requisitos ulteriores no conocidos por ios destinatarios y qué limiten, modifiquen o

contradigan las afimiaciones de!, mensaje publlcitariQ pri.ncipaL

As.í, cuando un proveedor emp,lea la frase "restricciones aplicart", sin proporcionar un mecanismo

que permita a los consumidores conocer y tener acceso a la iníbmiacióa adicional esencial o relevante

para la contrataciófi de los bienes o servicios: ofertados ; o bien, el proveedor, habiendo establecido e!'

mecan,ismo anterior, incluye condiciones generales de contratatatn que modifican, alteran, des

naturalizan, limitan o crean cualquier dase Je variación esencial eit cuanto la oferta contenida en e!

anuncio o:rigi.naL y si dicho el mecanismo no puede calificarse de idonco, o se csiahiecen ciialqiiier

otra clase de bañeras de acceso, pone en evidente desventaja al consumidor que ha sido atraído a la

contratación basado en la proraoción ofi-ecida.

,En este punto, este Tribunal considera oportuno traer a cuenta la rcsolució:n de feclia 13-03-2019

con referencia 7-2010 de la Sala de lo Contenci.oso Adm,inistra:tivo en la que consideró: "El derecho

de consumo parte de la necesidad de proteger a los consumidores de bido a la creciente vulnerabilidad

de éstos en las relaciones generadas en ki economía de mercado contemporánea ".

En. la misma sentencia se estableció que: "La LPC desarrolla un régimen especial de protección

sobré la base de las asimeínas eeonómicas e informativas existentes entre ios proveedores de bienc,\

y servicios frente n los consimudores, estos últimos, enmarcadas en una natural y ciara eínccon de

desventaj'a con re..gjei:to a ios primeros".

Es así que la referida Sala define a la asi.metna i.n:fbmiati¥a como aquella característica intrínseca

de cualquier transacción económica, en tanto que siempre en im intercambio de bienes y servicios

habrá un actor mejor informado que otro.

Del mismo modo, en 5>cniencia definilica de! 8-07-201 I con referencia 315-A-2004, emitida por ü

Sala de lo Contencioso Adniinistrativo CSCA).definió a la asimetría informativa como un elememoi

rnrinsecodc 'as reiacionci coniracittak'.s entre prodjctoixs o pr¡ reeaa/x s eonstnn'dorcs deu rwma

que en todo caso el consumidor, está sometido a una condición de xuhvriibilhiad que rebasa sus

ainonumía y volimlad real para coniratar. circunstancia que. cu dejírutiva. ¡iisfáica ¡a aplicación de.



un principio protecíorio con eljin de restablecer e¡ equilibrio contractual y asegurar el respeto de los

derechos del consimidor.

^ COSfiSTACIÓN DI lXprWeEDOÍADENüNOAJ^"

Se siguió e! procedimiento consignado en el artículo 144--\ de la LPC, así como en los artículos

171, 172 y 180 Código Procesal Civil y Mercantil -en adelaite CPCM- y 100 de la Ley de

Procédimientos Administrativos -en adelante LPA- respetando la garantía de audíeneía y el derecho

de defensa de la denunciada, pues en resolución de fs. 5 y 6 se le concedió el plazo de cinco días hábiles

contados a partir de! siguiente ai de la notitlcación de dicha resolución, para que incorporara por escrito

SUS'argumentos de defensa y presentara o propusiera la, práctica de pruebas que estimara conveniente,

la cual fue notificada a la misma en fecha 20'II '2024 (f. 7); sin embargo, no hubo pronunciamiento de

la proveedora denunciada quien no eompareeió a ejercer su derecho de defensa, pese habérsele

otorgado la oportunidad procedímental para hacerlo.

V. HECHOS PROBADOS.,A"ALORACIÓN DE PRÜEBA

1. De umiórmidad con los artículos 14p de la I PC > 1 Uo inc. 3 de la 1 P \ las pruebas opottuna>.

■pertinentes y conducentes aport,a,das en ei procedimiento, serán valoradas conlbrme a las reglas de ta
sana cfítica: a excepción d,e la prueba dociimentaf, la cual se realizará confonríe a! valor tasado de la
misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la rosoiu(.ion final prcmimciada en el proceso

acumulado con número de .referencia 23-2003.'''41-20ó3 50-200.3/17-2005/21-2005, de fecha

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: ''Cuandú la 'utilización' de
la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal, haMamas del sistema de
mioración demmiaadú prueba tasada o tarifa iegaí; es decir, en la prueba tasada o tarifa lega!, lo
que hace el iegislador es proveer una ik las tfiaximis que deben integrarse al razonamientú probaiorio
del Juez, como la premisa rriayoi díl sdoqismo fundamental sobre cada medio de. prueba ( ..) el
legislador señala una lista de mcdio% de prueba y a cada mm le asigna im deierminado y preciso
valor probaiorio -certeza objetiva-: es decir que. en este caso, amparado en ia seguridad jurídica, ei
legislador determina previamente la máxima de experiencia, aunque con distinta fuerza dependiendo
'de leí prueba de que se trate" (ios Te%&k&áo% non. pTofiod}. ' '

. ■ Dicho .esto, el art. 106 ínc. 6° de ia LPA' dispone: ''Los documentos formalizados po ' > .

Juncionários a tos que .ve reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose ¡os requisitos
legales correspondiemes m recp/an los hechos constatados por aquellos, harán prueba de estos salvo
que se acredite lo contrarío '.

_ Además, ei artículo 34} del CPCM detennina el valor probatorio de los instruinentos, a.sí:

instruméním púMícm cxmstitu'ircin prtteba fehacieme de: los hechos, actos o. estado de cosas que



documenten, de ia fecha y persona'^ que intervienen en e¡ mismo, así como delfedatario o ñmcionario

que i o expide. Los instrumentos privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, sino ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Sí m quedé demostrada írm la

imptignacíónf los imtrumenios se valorarán conforme a las reglms de la sana crítica" (los resaiuidos

son propios).

Finaimente, el artículo 63 del Reglamento de la l,PC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho

común al establecer- Las acim mediante las cuales los funcionarios de la Defcnsoría hagm constar

las actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y suficiente su

inexactitud ofalsedad. FJ mismo valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que- emitan

los fimciomtrios y empleados de la Defensoría, en el ejercicio de sus funciones.

2. Constan en et expediente administrativo ios siguientes medios de prueba:

a) Acta SS2352/2022 de fecha 22/11/2022 (fs. 3), por medio de la cual se establece que ta

Defensoría del Consumidor, en virtud de la inspección realizada en el establecimiento propiedad de la

proveedora'denuneiada, constató que se hacía efectiva la prom,ocÍ6n verificada sin indicación de su

vigencia completa (cnlcndiéndosc por esta la fecha de inicio y fecha de fmuli/ación de la misma).

b) Impresión de fotografla del cartel colocado en el área de caja del establecimiento de la

proveedora (f. 4), en relaGtón a la promoción publicada por la proveedora, vinculada con el acta de

inspección N° SS2352/2022 de fecha 22/11/2022, con la cual se establece el medio de comunicación

y e! incumplimiento de los requisitos legales m.íninios con, que liie dada a conocer a los consumidores

la promoción que se lee: "Los precios + bajos del año. Hasta 50% dé descuento".

Respecto a la documentación, se advierte que la denunciada no pudo desvirtuar la veracidad de la

misma, dado que no compareció a ejercer su, derecho de defensa, pese habérsele otorgado la

oportunidad procedimental para hacerlo. En, rtEÓn de lo anterior se concluye que tos citados

documentos, al tener una conexión lógica coa: ios hechos alegados en la denuncia, mantienen !,a certeza

legal que ostentan.

VI. .4N,4L1SÍS DE LA CONFIfHíRAClÓlN Í)E LA, ÍVER \(X ION

:

.■i ,\hora bien, este íribuna! eslima conveniente roali/ar cicria,s dchmilaciones conceptúale^ en lo

que al tema de promoción coneieme, y cuáles son las circunstancias propias que configuran el
comctimiento d,e la infracción estábleeida en el artículo 43 letra n) de la LPC.

Sobre el mismo, es importante señalar que, desde una perspectiva meramente jirídica,^
i.speeíñcamente én lo que a derecho sancíonatorio se refiere, se abordarán la temática de promoción,

. l [aro está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del conocimicmo; por lo que este
análisis no pretende inmiscuirse en, otro tipo de observaciones que no sean las estrictamente necesarííis-,
para dotar de contenido jirídíco a la regulación punitiva que efectúa la LPC,



ÍEn primer lugar, y desde una perspectiva tradicional dci marketing, hay 4 componentes en. la

denominada mezcla del marketing, a saber, a) producto, b) precio, c) promoción y d) distribución.

Ahora, dentro de la promoGÍón se encuentra la publicidad y la promoción: de ventas. (K.e:nneth E. Clow,

2010)'-.En ese sentido, los artíeulos 16, 30 y 43 letra n) de la LPC se enc-uestran vinculados con el

últioio co:ticepto mencionado-/?r£>wactdn ffe vento-s-

■ La promocim de vertím consiste en todos ios incentivos ofrecidos a los c!ie:ntes y miembros del

canal para estimular las compras de productos, la cual adopta dos formas: la promoción para

consumidores y la promoción comercial. Para el caso que nos concierne, la promoción para

consumidores se refiere a los incentivos que se ofrecen directemente a los clientes existeo:tes o a ios

pósibles clientes de la empresa. I.a promoción para consumidores está dirigida a aquellos que

realmente usan el producto, es decir, los usuarios finales. Una de las metas principales de un programa

de promoeiones dirigidas a Los coinsumidores es persuadirlos de dar el último paso y efectuar la compra.

(Kenneth E, Clow, 2010),

Asimismo, es miportaite señalar las dos categorías más generales de promociones para

consumidores, a saber: a) las que se hacen para fortalecer la franquicia y b) las que se hacen pani

generar ventas.

Para el análisis que concteme a este procedimiento, las {aromociones que se hacen para generar

ventas se centran en las ventas inmediatas, más que en el valor capital de marca o en la lealtad, por

medio de descuentos, cupones, reerabolsos, devoluciones, premios y otros incentivos. (Kenneth E.

Clow, 20:l0). ■ ■

' Por consiguiente, es desde esta perspectiva, promoción de venta, que deberán estudiarse :los

supuestos que dan eabida a la acción típica coBsignada en ei artículo 43 letra n) de la LPC.

■ B. r)elim:itado conceptualmente el ámbito de conocimiento de la infraecióo objeto de estudio,

comesponde ahora referirse a algunos de los supuestos determinados en la ley que dan origen a la

misma.

Antes de todo, es importante hacer la siguiente acotación: en relación .con las proniocic^ne^ y

ofertas, de acuerdo a la regulación contenida en la LP<\ esia.s están sujetas a dos principios- el de

veracidad y el de temporalidad. Fm ese orden de ideas, se ha venido sosteniendo que para que se tenga

, pv-if establecida la configuración de ta Infracción prevista en el artículo 43 letra n), se debe tener como

prepiisa que la naturaleza y esencia de las ofe.rta.s..y prG.mociones es reportar una ventaja ctanparalisa

ál consumidor, y su carácter extraordiBarlo es lo que permite ípeeí comprador tenga un incenth o

.papajlevar. a cabo la transacción. De esta manera, se ha entendido que no existe níngima ventaja si

'Renii«{h K. Ctow, D. B. (2tiíoi. ."'HbiaJíid. promoción y comtmícmtón integral m marketing. Matico: Pearsoti Educación.

. . . . ^ ■ . A. 6 ' . . ■ . . A.



los bienes son vendidos o lus scr\ icios prestados en !as condiciones habituales y, por ende, no se estaría

en presencia de una promoción y oferta.

Dicho lo anterior, los artíeiilos 16 y 30 de la LPC, principalmente, determinan ios aspectos

obligatorios que los proveedores deben informar al momento de efectuar promociones y ofertas

especiales de bienes o servicios.

En ese sentido, el artículo 16 establece lo-siguiente:

''Requisitos de las promociones y ofertcis.

Art. 16.' Todo pro veedor al establecer las cláusuias, condiciones o estitmlacmnes de las

promociones r ofertas de bienes o servicios, _v las cláusulas no negociadas individualmeníe, relativas

a tales bienes o servicias, deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con posib ilidad de comprensión directa; .

bj Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo qm en todo

casi> excluirá la utiítación de clámidas abusivas; y

c) No condicionar la promoción u oferta a la entrega o no del recibo, copia o documento que

acredite la operación.

En caso de duda sobre él sentido de la promoción u oferta, se entenderá a favor del

consumidor \

Por su parte, el artículo 30 estipula:

"Información de promociones

Art. 30.- Cuando se tratare de promociones y ofertas especiale'; de bienes o servicios, los:

comcrcianies estarán obligados a informar al consumidor las condiciottes. el pnuio loiai o im

L'icmemos que lo haqan dcterminable. la duracióm de ¡as mismas, por cualquier medio de publicidad

i> me.diante avisos o carteles dliuios en ¡ugitrcs visibles del eslabiceimicntii o enqueias ,.idhci ¡aa.s a u r

biene.s'\

De manera general, y sin que eilo comprenda todos los supuesto.s que la ley } la casiusiica puedan

, aiTojar. se proceden a evplicar lo>. que en la pra.KÍs suelen, darse con frecuencia. Posteriomiente (C), se;

■ haran lus consideraciones necesarias en el caso concreto.

L En cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el arTicul<-« !ó Iciru a) de la

l PC. según el cual: "Ioda proveedot al estahkaer las cláusulas, (omiiaones o estipulaaoncs ác kr

pr,ymoci<wes i ofci las de bienes )• servicios i . j debe >. irnphr los sNuicnics '•ei/ws'An a- i oncivcior

\ claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa".

Como se mencionó anteriormente, en cuanto a las condiciones aplicables a 1a.s promociones u

ofertas especiales, es importante considerar lo sostenido por este Tribunal mediante la resolución Je

j  las 08:41 horas del día 06/01.200Ó, en relación a la utili/ación de la frase "restricciones apiican": en ia :

7



que "^cñaió puntualmente que '7 .j dicha fruisr iienc como susicaio la imiahilidad de dar a conocer

mies limUantes en el marco de la brevedad propia de los antmcios ptéiwiiarios. El problema de las

remisiones hacia fi¿£níes informativas distintas del anmcio examinúdo, impiica cargas para el

consumidor al verse obligado a adoptar medios distintos a la publicidad.origmai para poder obtener

parte de la información relevante para la oferta; debiendo considerarse además la JdctibUidad de

acceso a la misma par parte de los constmidares de acuerdo ai segmento de mercado al que

pertenecen

Respecto de dicha resolución., la SCA confirmó .la ¡egalídad de k misma mediante resoliición 274-

2009 de fecha 14/11/2012. en la que además sostuvo: 'Y-d d^e un anuncio, publicitario debe poseer

la información necesaria para que los constimidores no tengan qm reciirrir a otra ciase de medios

para complementar la mformacián imcial, por lo tanto ai tener que recurrir a esta acción significa

que se ha omitido informar de una manera clara y adecuada a .lo ofertado por el proveedor por los

argumentos expuestos' es que esta Sala considera que la conducía por la aciora es atentatoria al

derecha de ser debidamente informado el consumidor

2. iEn relación al p.recio total o los ek nicuu s q ic lo hagan determiiiable, conlleva a que debe estar

lo suilcieriiemente ciara la cao,tidad que el cons imidor pagará por la prestación de un servicio o la

adquisición de un producto, máxime en aqi ̂ líos ̂  isos en que se da la fecilidad de pago a plazos, pero

dond.c únicamente se dcienTi!.íiar! las cuou.. s.. deberán cancelar, mas no se indica el tiempo ni el

valor tota! que los coasuriiidores sufragarán. Lo anterior, supondría uo.a desventaja informativa para el

consumidor, lo que pudiera incidir a .la hora de tomar una. decisión de consumo. Configurándose, en

sentido material; on incuoiplimíento del proveedor respecto a esta exigencia.

Ahora, en ta práctica también se utiliza la modalidad de promoción y oferta estableciendo

porcentajes de descuentos., dicho elemento hace determinable el va!o.r que el consuniidor pagará por

un bien o prestación de servicio: por consiguiente, no implicaría una inobservancia, a este requisito.

■A En lo que respecta a la vigencia, esta exigencia es prácticarriente la esencia de estas propuestas I

de controtacion. pues sigrhrlca que ti pro^c^.dor ofrece una \cmaju extraordinaria al commmdoir Ei |

cual podrá ser gozada en un período de tiempo específicamente determinado o que puede ser i

determinable. |

^ En esa o.rden.,: en. la práctica:, para establaeer la viganeia de iina promoeión se han distinguido

básicamente dos formas -sin pequieio que puedan vislumbrarse otros, es decir,- no es una lista taxativa-
: a) plazo ctcitc) <ietermi.na.do-y b) condieionariíe-detemiinable-.

ii) Se cntitnde a plazo cierto, cuando se estipula una fecha de inicio y de finalización. Ahora bien,

muchos proveedores suelen consignar sólo una fecha o referirse a un mes, día festivo, período

vacacional o celebración, entre otros; lo cual, devendría en un incumplimiento de este requisito., A



manera de ejerapio, las expresiones como; "Válido hasta el 31 de agüsio'\ ' Pdlkio a partir del 1 de

septiembre", '•' Válido sólo este mes'\ "Válido sólo este día", no serian suficientes para tener por

cumplida dicha exigencia, pues en la primera no se consigna la fecha de inicio; en ía segunda, la de

finali'/ación; y, en las últimas dos, no tienen ninguna techa. Se hace énfasis, nuevamente, en que deben

tener techa de inicio y finalización para que sea confoiine a la LPC.

b) Se entiende vigeaeia bajo condición., cuando la promoción subsiste .mientras no se dé un

supuesto de hecho específico estipulada en ella- que le pone fin a la mism.a. .Ejemplo de lo anterior

es la muy utilizada frase; "Hasta agotar existencias". No obstante, esta debe ajustarse a los

requisitos y principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin perjuicio de lo anterior, este Tri.bunai tiene a bien aludir a lo que se .ha dicho en derecho

comparado. A! respecto, en la resoliiciórr de fecha 08/11/2022, en el caso identificado como N" 044-

20C)6/CCD del INDECOPI (Instituto Nacional de Defensa d.e la Competencia y de la Protección de la

Propiedad Intelectual), la Comisión indicó que si bien liipley ineíuyó una duración para la pro.moci6ti

anunciada ésta fue condicionada al agotamiento de una cantidad de unidades disponibles que se

encontraba indeterminada luego de un análisis integral y superficial del anuncio cuestionado, ..En

consecuencia, se observó que, ante la percepción del con:surti,idór, ladiiración para la proniocíóa:

antméiada ao se cacontral)» planteada con la elaridati que exige el prlnclp» de veraeitlad, a

efectos de fiie ios consuinidores pudieran aceecter a informaelóa relevante y necesaria para;

adojitar una decisión de eonsuróo adecuadátueEte medltaíla y,, ca coiaseeuéacia, satisíaetoria a

sus i.ntere.ses.

De ah.í que, para estos casos, se vuelve necc-sario acompañar esta tra.se con otros elementos

informativos más precisos que hagan previsible la fínalización de la promoció,n; y, sobre todo, que

sean claros y concretos, con posibilidad de comprensión directa, tal como se colige de lo señalado en
los articulosl6 letra a) én ,relación al artículo 30, ambos de la LPC.

C. Con base en los elementos probatorios previamente señalados y en vi,r£ud de h presunción de ■

certeza que ¿oza e! acta de inspección de la Defensoria del Lonsumidor. a,sí como Je io^ documcnfos;

que forman parte de la misnia, en el ca^^' concreto, la impresión de lologralla del anuncio publicitario,

de la promoción realizada por la proveedora denunciada, que sedee: "Lm precios + bajos del añap

Hasta 50% de descueitM". este í ribunal establece que exií,tc prueba ̂ utldeme para determinar que,,

FXFOSÉ, S,A. BE CLV,, incumplió ta obligación regulada en el ariicuio 3U de la l PC : "Cuando w

tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, Los comerciantes estarán oDÍtgaaox]

a informar ai consvmidi r las condiciones, el precio fatal o !(>s eiementt^s que lo hagan deicrmmahie.

la duración de las misma . por cualquier medio de publicidad o mediame avisos o ioricko fiados c/i |
lugares visibles de! esiablecimieuto o cliquetas adheridas a los bienes'"' ...j por cuanto la pro\ cedora ̂



realizó una promoción sin briniir !a información mínima requerida, es decir, incumpüó la obligación

establecida en la referida disposicióo. legal al haber omiíMo coiisígaar la vigeoeia eompteía de la

fíiisiBa.

En cooclusión, la referida omisión, pudo inducir a error a los consumidores en cuanto a la toma de

sus decisiones de consumo, parti€ul.arm,enteórespecto a la expectativa del beneficio ofrecido por las

promociones.

Teniendo en cuenta lo expuesto anleriormente, sobre la base de los hechos probados con. los

documentos agregados a fe. .3 a! 4, se coneluye que la proveedora, efectivaménte, realizó promoción u

oferta especial de bienes, en contravención a lo dispuesto en la LPC. Lo anterior, configura la conducta

ilícita establecida en 11 aití^ulo 43 letra n) de la L.PC,

:íl. Ahora bien, <%tdd^^ida la Gonducta ilícita, es impo.rtante hacer referencia ai principio de

culpabilidad reconocido en el artículo 12 Cii, que prescribe.: «;[t]oda persona a quien se impute mi

delito, se presumirá inoce,nle mientras no se pruebe su cirlpabilidad conforme a 1.a ley y en. juicio

publico, en el que,se le aseguren todas las garantías iiecesarias para su defensa», disposición., que es

aplicable no solo en el ámbito penal, sino además en el administrativo sancionador (seo.te.neia de inc,

Ac. de ta Sala de lo Consiitucioruil, horas del 17i2' 1

En este sentido, la Sala de lo Coostitiiciona! respecto al principio de cu!pabi!.idad en materia

administrativa saiicionadora ha ex.pre$ado que «[e]i principio de culpabilidad en esta materia supone

el destie.rro de las diversas formas de responsabilidad ofcyetiva., y rescata la operatividad de do.lo y la

culpa como formas de responsabilidad.. .De igiia.l .fonna, reconoce la máxima de una responsabilidad

personal , por hechos propi a v de forma eorrelatíva un deber procesal de la Administración de

evidenciar este aspecto si itino sin tener que utilizar presuo.cíoiies legislativas de culpabilidad, es

decir., qué se veda posibilidad de una aplicaciDO. automática de lás sanciones únicamente en razón del

resultado producido» (sentencia de Inc. 1.8- 2008 da ~ Sala de lo Constitucional doce horas veinte

rniriutos del 29./04/20i:3).

Cabe destacar que una. de. la sub-categorías o corolarios del. pri:0:CÍ,pÍo de culpabilidad, es la.

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Fsie principio implica que ia sanción únicamente puede recaer a quien

' en forma dolosa o culposa ha parficipado en ios hechos que configunm una acción ilícita: asi lo expone

; Nieto al. referir que [eji gra\a.men que la. sanción represciiia solo podrá recaer sobre aquellas

Ipersonas] que han participado de fomia dolosa o culposa en los hechos coristiiüli\ON de infracción.

Por lo tanto, no es .posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo pérsonal con el

actor o- lá. simple titu laridad de la cosa o activ idad, en. cuyo marco se produce la. infracción. La ex igenc ia

de ifidividualÍEac:ióii de la sanción supone'.iiii veto a 1.a responsabilidad obj:eti.¥a>V[Nieto, Alejandro,

•  ̂ ■ lo' ■ ■ ■ ■ :



Derecho Adminisiraiivo Sancíonador. quinta edición totalmente reformada. Madrid. Bdiiorial léenos,

p. 329,2011]. En este orden, conforme al principio de culpabilidad so lamente, responde el administrado

por sus actos propios, de este rnodc. se repele k posibilidad'de construir una responsabilidad objetiva

o basada en la simple relación causal lndepe:n:diente de la voluntad del autor. En congruencia con lo

expuesto, en el 'Derecho \dmsnistrativo Sancionador dwLt respetarse e! principio de ciilpabilidad, de

lal suerte que el elemenlo indispensable para sanción u un actuar, es la determinación de la

responsabilidad subjetiva. (Semencia emitida en el proceso 'ííl-dOId por la SC a las catorce hora%

cincuenta y uno minutos del 24 10 2019).

Fn rri'ición con el tenia de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunat

considi..n necesario analizar si la misma ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

la transgresión a la nonna haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia. Pit tanto, la

e.xistcncia de un nexo de culpabilidad constituye una condición pura la coníiguración de la conducta

sancioiiabie.

Ahora bien, en el presente procedimiento no hay elementos stiíicietiles como para determinar que

tal omisión haya sido producida de nianera dolosa. 'No obstante, a partir de los hechos probados y las:

circunstancias en que se dieron !<,>s mismos, ha quedado establecido el corttetiinletito de la iiiíraeción

de manera culposa por parte de ia proveedora, pues ha existido un déficit de organización, de modo

que su conducta es reprochable cuando no se toman las medidas sutlcientes para impedir que se cometa

la infracción. En otras palabras, k proveedora EXPOSE, S.A. IDF, no acredito una correcta

organización a efectos de impedir la concurrencia del ilícito.

'VIL P.\iL\M K TROS PMIA 1 4 0E'rF.RVI!N.4€lÓN" DI. f. 4 S.\N'C10N

Como se expu.so en los acápite.s prcccdeme.s. se estableció la comisión de ta infraccién grave i

contenida en el articulo 4.3 letra n) de la LPC. lo cual se sanciona con multa hasta de doscientos .salarios

i mínimos mensuales urbanos eii la industria (artículo 46 de ia l-Pt); por consigiilente, es íaculiad.de
t  ■ ■

I este fribunal determinar ia sanciótt y cuantiUcar la multa qite corresponda, a la luz Je Ion ;Nyrámetros

: establecidos en la LPC, su reglarnt-nlo y la JuriNprudenaia aplicable.

i  Así. el articulo 49 de la LPl' esiablccx los criterios para la determinación de la muha. NÓndo cstoN-

tamaño de la empresa, el impacto en ios derechos del consumidor, la naiuialcí-a del pcrjutciu causado

o unido de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de liis consumidores, el grado Je

intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción u omÍNÍ6n. cobm intlebido rciiii/ado

y las circunstancias en que ésta nc cometa, según sea el caso.

.A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso;

«, Tiimmio de la empresa. ,

,  ;; n ^
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Fomento. Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en

su artfcylo 3 define a las micro y pequeñas ampresas de la siguiente manera: '^Microempresa: Persona

natidral o iurídica que apera en los diversos sectores de la economía, a través de una midad económica

con im nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y hasta

]() irabaiadores. Pequeña Empresa: .Persona natmai o Jurídica que opera en los diversos sectores de

la economía, a través de tma tmidad económica con un nivel ck venias brutas anuales mayores a 482

y hasíii 4,sn salarios mínimos mensuales de mavor tuamia . con un moAimi^ de cO iraboiihio^'es

A partir del análisis de los docuoientos que constan en. el. expediente adniiiiistrativo, no es posible

encajar a la proveedora EX1M3SÉ, S.A, DE CAE, en ninguna de las categorías antes chadas, por ni>

contar este Tribuna! co.o la doeiimentacióo financiera requerida para efectuar dicho cálculo^, pese a

haberse solicitado con an;teriori.ciad según consta en la resolución, de inicio del procedimiento

sancionatorio de mérito (fol..ios 5-6). Es decir, en al presente procedimiento administrativo sancíonador

la proveedora infractora ha mostrado una conducta procesa! que evidencia el incumpl¡.miento de su

deber a prestar la colaboración que le es requerida para el buen desarrollo de los proeedímiaiitos (a.rt.

1.7 número 5 de la LPA), por haber omitido p.re$entar la ¡.nformaeión .solicitada por esta autoridad

sancíoíiadora, a efectos de establecer la capacidad econ.ómica que tiene para asumir la niiilta.

CDiisecyentemeiTte, este Triby..n.ai se ve impedido de e!a.si.fi.car a la proveedora de confomiidad a

los parámetros del articulo 3 de la Ley .IVÍYP.E. Pese a lo antes indicado, con el objeto de cumplir su

obligación de resolver, se consultó el listado de medianos contribuyentes publicado por 1.a .Dirección

General de Impuestos Intemos de! Mi.rii.sterio de .Hacienda -vigente desde el. 06/06/2021; , en el. que

aparece la ptúvoedottx denunciada., y en razón de ello, este Tribima! clasificará a la proveedora como

mediana empresa, únicamente para lo^ cLkU m de la cuantlfícacioo. de la multa; guardando el equilibrio

entre la:finalidad disuasoria de la sanción pecuniaria y el principio de proporcioiiatidad de dicha

medida,. . . ■

. .. .& Grñdú de míemimmlidad de la infracíara.

.  . Este Tribiinai considera este eteniento en el sentido de analizar si el. sujeto ha obrado dolosa, o

cuando menos culposamcnie: es decir, que ia transgresión a la noiina haya sido querida r> se deba a.

imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la. existencia de un .nexo de culpabilidad, constituye

uiia condición para la configyrac.ión de Iaroo.ndu.cta sancionable.

Así, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, corifiorme a.

!o dispuesto en, el artículo 40 .inciso, segundo de la LPC, que las iiifraeciones administrativas son.

sancionablcs auira titulo de simple negligencia o descuido. En ese orden, del análisis de los hechos y

dr)c ü me m ac i óii. agregada ai ex pedi ente, e ste Fri bunal. de te rminó- una actuac ion negligente por parte: de

la proveedora, piiés como propietaria del estabiecímiento, es la principal responsable, de adoptar las

1.2



medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la lev de la materia,

como es la de realizar promociones y ofertas que cumplan con bs^ parámetros legalmente establecidos,

esto es, que especifiquen h vigemcia cúmpíeM de las mismas.

c. Gmdo de partk'ipacién en ia amióft u omisíén.

A partir de un examen' del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado dé

participación en la comisión de la iníracción por parte de la proveedora, es directa e individual, pues

se acreditó que en el establecimiento de su propiedad — h \ /'í >S'/- se cometió la acción

prohibida eo el artículo 43 letra n) en relación con ©I articulo 3(1, ambos de la LPC, consistente en

realizar promociones sin detenninar la vigencia de la misma, circanstancia que pudo haber inducido a

error a tos consumidores al momento de reqúenrla.

d. Impacto en i&s demckm del consumiéúr y maturaleza del perjuicio ücasionado.

El papel del consamJdor es esencial para el desarrollo de una economía soelal de mercado. En

efecto, la competencia no es otra eosa que la pugna entre competidores por captar la preferencia del

mayor número de consumidores; razón por la cual, la deci-sloii libre del consumidor va a ser

deíemiina'nte en el resultado final de esta lucha. No es posible imagiiiar un sistema eco'iiómicQ d,e este

tipo sin eotender que su figura centra! es el consumidor.

F'hta función que cumple el consumidor dentro del mercado, por un lado, cxiuc al L stado que, ■
■  ■ ■ ■' ■ Imediante un rol promotor, genere las condiciones para que los pro'veedores brinden ai consumidor |

inrbrmadón veraz acerca de los productos y servicios que ofrecen en el mercado. Por otro lado, los

cori.->umidores. conscientes del papel que cumplen en la economía\ de la trascendencia dct mismo para ¡

e! correcto funcionamiento del proceso competitivo, deben tener un comportamiento activo,
requiriendo de los proveedores mayor y mejor información, a fin de que éstos mejoren la calidad de
sus productos y/o servicios y, en consecuencia, contribuyan al desarrollo de los mercados y a la
consolidación del sistema económico.

L-a obligación de brindar información veraz se sustenta en ci hecho de que esta repercute en una
mavor transparencia en el mercado, lo que a su ve/ facilita al con^Limidor la adopción de decisiot>es
de consumo sdécuadas a sus intereses, generando de este modo una mayor competencia entre los]
agentes económicOiS. , . ,

Por otra paite, en el rnercado, ios agentes económicos cuentan con una herramienta principa!' a.
través de la cual informan a ios consumidores sobre la existencia de sus bienes y/o sc.^ se.s idoscEIla

es la actividad publicitaria, la misma qite consiste en dar a conocer sus ofertas y persuadir a los
consumidores para que contraten las mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria
igualmente resiilfa ser una herramienta para reducir la asirtietria inhmmtha existente entre 'os

i consumidores y los proveedores de bienc.s y/o servicios, dado que procura que los destinatarios de i.i
f  —
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publicidad iomen sus decisiones de consumo basados en la satisfacción de sus necesidades > o e! ajuste

a sus intereses.

De este modo, a través de la publicidad comercial se informa al público en general, de la existencia

de un determinado producto o servicio, lo que ayuda a reducir los costos de transacción de acceder a

información en que deben incuiTÍr los consumidores para adquirir y contratar bienes y servicios. La

publicidad comercial conlleva una finalidad persuasiva que es la de atraer cliente la mediante la

presentación de las características favorables y ventajas de los productos o servicios ofrecidos o la i

exaltación de sentimientos en el consumidor que puedan ser vinculados con aquello que se ofrece.

Finalmente, al ser la publicidad comercial parte integrante de la actividad empresarial, es un

mecanismo típico de competencia, pues constituye una de las herrainientas que disponen los oferentes

para desviar la clientela hacia sus productos o seívticios, y así incrementar su participación y poder en

el mercado y, consecuentemente, sus ganancias. De acuerdo a lo anterior, la publicidad comercial

resulta ser un elemento esencial para que el sistema económico funcione adeeuadamente. Es por ello

que las afirmaciones que se consignen en cada uno de los elementos piiblicitarios necesitan ser veraces.

Lti el caso concreto, es pertinente señalar que la conílguracDíi de la infracción administratita

relativa a realizar promociones u ofertas especiales de bienes y servicios, en contravención a lo

dispuesto en la LPC -artículo 43 letra n) de la LPC-—- transgrede el derecho de ios consumidores a

recibir del proveedor la intormación, completa, precisa, veraz, ciara y oportuna que deterp"i!"e tas

características de ios productos y servicios a adquirir, y si bien no se ha probado la configuración de

un daño concreto a una persona en particular, este Tribunal rcallrrna que la acción, que define la

infracción consiste en realizar promociones u ofertas especiales sin la información mínima iecalmcnle

esutbiccida en relación con el producto o servicio que se ínteiitaba ven,d,er y esto es capaz, de ocasic.n,Lr

un perjuicio en el colectivo de consumidores a quienes iba di,rigida la promoción examinada,

! a infracción admiaistrativa atribuida a la parte actora es la realización de promociones u ofertas

vspecialcs en contravención a lo dispuc^io en la, LPC., Ta! como se señaló sjipra, a partir del artículo

3tí de id l.PC la proveedóra está obligada a inffarmar ai consumidor las condiciones, el precio total o

los elementos que lo hagan dsterminable, la duración de las mismas, jx^r cualquier medio de pubUcidad

o, medianté avisos o carteles fijados en lugares visibles del e.stabiecimiento o etiquetas adheridas a ios

bienes.

Conforme con, la delimitación típica rcali/ada, la imposición de la multa respectiva obedece a ta

constatación de la falta de la mformación, mínima requerida por la ley para la realización de la,

promoción u oferta especia!, es decir, basta con, advertir que se incumple alguna de la.s condiciones

esenciales exigidas por el art. 30 LPG. ■ ■ ■
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Bn consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la esfera

jurídica de los destinatarios de la promoción, ya que el solo hecho de constatar la falta de inlbrmación

completa y veraz sobre la promoción causa un péguicio potencial capaz a inducir a error o confusión

sobre el contenido de la promoción ofrecida al público. ■

En este punto, debe recordarse q ue la SCA, en su jurisprudencia, ha afinnado que e! legislador,

atendiendo al bien jurídico a proteger, puede clasificar las conductas en Infracciones de lesión e

infracciones de peligro (conGreio y abstracto). La ubicación de la infracción en cada clasificación

dependerá de la descripción típica que haga el legislador. . .

Así, las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva ai bien jurídico tutelado; las de

peligro concreto constituyen supuestos en ios cuales se exige e! peligro efectivo sufrido por una

persona en específico; en las de peligro abstracto el legislador, atendiendo a la experiencia, advierte

una peligrosidad general de la aGción típica para un. determinado bien jurídico, a partir de una

valoración probabilística, por lo que con. la tipificación se dispon© adeíaníar la barrera de protección

sancionando el accionar, sin esperar la realízacló,n de un peligro concreto de una persona detenninada

o de la lesión efectiva, ^

En con.gme.ncia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a realizar

promociones u ofertas especiales en contravención a. los dispae.sto en la LPG -artíciilo 43 letra n) de

la I..PC- pone en peligro de ̂ ~rma abstracta, los bienes jurídicos de ios consumidores, sin que sea

necesaria una afectación tontrnta; este criterio se sustenta en. la naturaleza asiraétriea del derecho de

consumo y, precisamente, en la asimetría informativa que los consumidores padecen (Sentencia

emitida el 08/01/201.6, emitida en el proceso contencioso administrativo de referencia 344-2010).

En este orden de ideas, y tomando en cuenta la jurisprudenc ia antes referida, se puede alimiar que

para imponer la sanción respectiva en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar ni justificaf una afectación conereta y material en la esfera de los consumidores,

derivada, de la reaüzadiín de la pro.m.octó.n u oferta especial; (b) ni que cvntan denuncias Je oe.'Nonas

que hubiesen oonirauidti los bienes o servicios (Ofertados por medio de la pn '«noción, \si, /; jjtnu cut

ütlminisínKiva saneunuuii por el Inhuna! Sancionador una tnñueciún Je pelupu aOsl' ¡hio hasta

constatar la mera reütizaeián de la promoción sin cumplir con las corídiciones mínimas requeridas,

legalmente para peñerar el riesgo dé que los consumidores comideren que se está oJh'Ciendt) un

producto o servicio con caractéristicas ventajas o beneficios que en realidad no posee, duriiniv un

período que no corresponde y quitándoles la posibilidad de determinar el precio de lo otreculo,

impacto o afectación abstracta de los derechos de! consumidor que implica la puesta en pchp a de h 'S
bienes Jurídicos protegidos por la LFC-.

.g
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En ese orden, es pertinente señalar que ía infracción administrativa relativa a realizar promociones

y ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en la LPC, en relación, a

cumpii,r con los requisitos establecidos en el artículo 30 de la LPC, aun cuando no se materialice algún

tipo de perjuicio a los coo,sumidores, se configura co.n la sola inobservancia de la riomia iraperativa de

consumo ai acreditarse la omisión de los criterios legalmente establecidos en la promoción de venta

sometida a estudio .

En el presente caso, este Tribunal estima que la falta de !a información en relación con la duración

de la promocióB analizada, es capaz de generar eiror en ios consumidores por haberse constatado la

omisión del contenido mínimo relevante para acceder a la misma.

e. Cúkm mdeéklú reaiizad0, las eitcumtancias en que esta se comete y el beneficio que obtiene

el infractor

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de Ccmstitucional en la sentencia de

ineonstitucionalidad, de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de los factores de

d<)simetría punitiva es: "(...) el beneficio que, si acaso, obtiene ei infractor can el hecho ". Coníbmie

a ello, deberiarnos tener en cuenta ei volumen de i,ogresos de la infractora por la comercialización de

los produciixs promocionados, esto constituiría el beneficio iltctto obtenido por la infractora.

.-Vií, para el caso qu.e nos ocupa, no.se cuenta con la información objetiva de los volúmenes de

venta, de productos respecto de dicha promoción y aun teniendo dicha información, esta no sería

■necesariamente consecuencia directa ds la conducta infractora, pues existirtan otros factores como la

■acción de sus promotorés o la combinación de precio y calidad ofrecidos por la infractora que pudieran
intervenir. Por tanto, una comprobación exacta de ios beneficios derivados de la infracción cometida
por la proveedora EXPOSÉ, S,A, DE C.V,, no podría definirse objetiva e indubitablemente en
témiinos de los ingresos derivados de- las ventas por la promoción anunciada.

En surna, dado que no se ha podido Jclerrninar a cuánto u.<cienden las gananc ias directas obtenidas

por la proveedora como con-secuencia de la iinploffleniacitMi o realización de la prom.oC:iÓ!i que ha dado

feguí a la configuración de la infracción, cstc rribunal pfocede,rá a imponer una imilía piriiv"dv^ del

supuc.sio qut las promociones se diseñan > efectúan con el objeto de 'generur gunanGias (pr ¡mocum de

\entas. en términos precisos, tal'como se desarrolló en el romano LT, letra S), es decir, es uii hecho

r<'torio ^jitc a las empresas las define el ánimo de lucro y que las promociones, buscan generar

ganancia.s, p(>r lo cual .se tendrá por acreditado el extremo relativo a que la proveedora efectiva.m.ente

obritv(vun beneficio con la promoción examinada, aspecto que será tomado en consideración para la

dctenninación. déla sanción. ' . ,

.. / Finaiklad inmediata o 'mediitía perseguida con la imposición de lá sanción.
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Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a !a proveedora ÉXPCÍSÉ, S.A. 0E
C.V., quien ha cometido ta infracción descrita en el artículo 43 letra n) de la LPC, con el fin de evitar

frituras conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte las medidas necesarias

a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que le impone ta LPC.

Además, es menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción —multar-^ busca

prevenir futuros incumplim,lentos a la LPC como el que nos ocupa, máxime cuando toda proveedora

de bienes y servicios se encuentra en la obligación de realizar pronioeiones u ofertas especiales de

conformidad con lo dispuesto en la LPC, es decir, ta multa a imponer busca potenciar el curaplimietíto

de las obligaciones de información que tiene toda proveedora, las cuales impíieáii la realización de las

promociones cotí las que pretende incrementar sus ventas bajo los parámetros legales es decir, cxio el

fin de salvaguardar el interés general de los consumidores.

En tal sentido, habiéndose verificado que la infractora es una persona jurídica que ha sido

catalogada como mediana empresa según en el análisis realizado en el romano VII literal a. de esta

resolución, que pretendía obtener ganancias a partir de la realización de una promoción que no cumplía

los parámetros legalmente establecidos, pero considerando la imposibilidad para establecer a cuánto

ascienden las utilidades generadas como consecuencia directa del aludido incumpiiiniento, y en vista

que para la configuración de la infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación

concreta en un particular, sino que basta con la sola constatación del incumplimiento de la relacionada

obligación legal, resulta razonable !a imposición de una sanción proporcional a la sola verificación Je

aludido quebrantamiento, j

LA F>ÍFRAC05Ñ Y'CÍJANfm MLLTÁ 1

Este í nbunai. en uso Je la Numi critica -articulo I 16 tnc. L de fri l s habiendo considerado

los elementos del artículo 49 de la LPC, procederá a realizar el cálculo de la muita a imponer a ut

infractora EXPOSÉ, S.A. DE C'.V., pues se ha determinado que ésta brindaba a los consumidles una

promoción con información incompleta que no se ajustaba a los parámetros legalmenie esial)lecído*>,

pues omitía indicar a los consumidores la vigencia de la referida protnocion. . .

lín tai sentido, habiendo conciuitio que la íniracción cometida es caialogada como araw. la cua' es

sancionable con multa de 200 salarios mínimos urbanos del sector industria, conforme al artículo 4o

de la I-PC ; que la proveedora es una persona jurídica cuya capacidad económica, para elcctc'^ de este

procedimiento es la de una mediana empresa", que en razón del grado Je intencionalidad de ia conducta

cometida por la proveedora, no se acreditó el dolo sino negligencia", que esta incumplió con ia

obligación de realizar una promoción con ios requisitos mínimos establecidos por lev; > que para la

configuración de la infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación concreta en un ̂

particular, sino que ha.sia con la constatación de! incumplimiento Je la relacionada obligación leaai.



resulta ra/.onable la imposición de una sancii'm proporcional a la sola ceriticacion del aludido

quebrantamiento.

En línea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la aatoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre tos medios a emplear y los fines públicas que debe tutelar. En consecuencia, este

Tribunal considera que en el presente procedirniento adniinistrativo sancionador resulta pertiaente tijar

una multa cuva cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional para la consecución de los fines

ci,<nst'tucixmalmente legitimos •-••-efecto disuasorio previniendo asL situaciones en donde la

co^ni^i>1n de la conducta prohibida por parte del sujeto inlfactor resulte más beneficiosa que e!

cumplimiento de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela de

los derechos de iiiforinaciósi y económT dí los consumidores.

Por lanto. a la proveedora t \f USi- S.A. DE C.V,, se le impone una multa de SEIS MIL

SErEClFNTOS CINCUENTA Y DO-S DÓLARES CON' CINCUEN TA CENTAVOS DE DÓLAR

DE LOS ESTADOS (LNTDOS DE AMÉRICA ($6JS2.50), equivalentes a dieciocho meses con quince

días de salario mínimo urbano en la industria, por la comisión de la infracción regulada en el artículo

43 letra n) de la LPC por realizar promociones u ofertas especiales de bienes en contraveíición a la ley,

•segúli se ha establecido en el. presente procedimiento adnnnÍsiraü\o.

La inulta total, :Lmpuesta representa el uicniro del niargcn máximo estipulado p^or íey como

consecuencia de la coib.ís.íóo de tal infracción dosclcnlus salarios mínimos meiisuales mKinos vii 1.a

iiidusiria-A siendo a juicio de este fribuna!, proporcional a la gravedad que eomporiaii licshos

denunciados según las circuosiancias objetivas > subjetivas prev iaoientc analizadas.

Por tamo, sobre la base d.c lo antcriormense expuesto \ con fundamento en tos aruculus 'I. '.4, NT

inciso 2° de la Constitución de la R.epúbíica; aitíeulos 4 letra c), 16 letra a), 27 inciso !'\ 34. 40 inciso

22 43 letra n), 46. 44. 83 letra b). 144 v Niguiemes de la LPC; artículos. 106 inciso 34 1 12. 134 \ [54

de la 1 r \ ' % o3 del Reglamento de la LPC, este Tribunal .R.ESÜELVE:

■  a> Sanciónese a la proveedora EXPOSÉ. S..\. DE C.V3. con la cantidad de SEIS MIL

SE'I EClEiNTOS CÍNCÜE.NTA Y DOS DÓLAKES CON CINCLENT.A CENTAVOS DE

i)Ól.\R DE LOS ESTADOS UNIDOS DE A>ÍÉRÍCA (56.752.50). equivalentes a

dU\!Ocbo meses con qtiince días de salario mínimo urbano en la indiisiria— D.E. N'TO del

U"'07-'2i)2i,publiCíkiocneil).O.NT24 LomoN'4C en concepto de multa por la comisión

Je la infracción regulada en el artíeúio 43 letra n) de la LPC, por realizar una promoción la

cual no se ajiislaba a los criterios legalmente establecidos, conforme al análisis expuesto en ei

romano VI de la presente resolución y con fundamento en las disposiciones legales precuatias,

,  , . . . . , , ,18.. , . . ,



1 a multa anteuot debe hacerse ttecliva en la Dirección (icneraí de '1 esorena del Ministerio de

Hacienda, dentro de los diex días hábiles siguientes al de la notfflcación de esta resolución,

debiendo comprobar a este Tribunal su cumplimiento dentro del pteo indicado; caso conrrario,

la Secretaría de este Tribunal cértitlcará la presente resolución para ser remitida a la

Fiscalía General de la Repábliea para su ejecución forzosa,

b) Hágase del cf/ñocimiento de los intervinientes, en GuniplWento al artículo 104 de la LPA, que

la presente resolución ai ser emitida en un procedimiento simplificado, no admite; recurso de

recoEsideraeión, de conformidad con lo expuesto en el articulo 158 5 de la l,PA,

c) Notifi.quese a los sujetos intervinientes. Para ios efectos de este literal, ordénese a la Secretaría

de este Tribunal, realizar las notificaciones en los medios elecironicos, o en su defecto en los

medios físicos que se encuentren señalados en el expediente administrativo,

>:>
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Pablo Tdaya Mekmkv
Fnmer \ocai

PRONUNCIADA POR LOS MIFMBROS DEL TRIBUNAL SANCIOXADOR DE LA
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José Leoisick iJislro

Presi den tí:

Juan Carlos Ramírez Gienfuegos
Segundo vocal
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